
Santiago, veintitr s de enero de dos mil veinticuatro.é

VISTOS:

En estos autos Rol N  C-1655-2022, del 19  Juzgado Civil deº º  

Santiago,  sobre  procedimiento  ordinario  de  indemnizaci n  deó  

perjuicios,  por  sentencia  de  seis  de  marzo  de  dos  mil  veintitr s  seé  

acogi  parcialmente la demanda deducida por Luis Guillermo Hidalgoó  

Aburto, Orlando Roberto Hidalgo Aburto, Lilian del Carmen Hidalgo 

Aburto, Cecilia Amalia Hidalgo Aburto, Graciela del Carmen Aburto 

Romero y Raquel del Carmen Lara Leiva, contra el Fisco de Chile, 

conden ndolo  a  pagar  la  suma  de  $180.000.000,  m s  reajustes  eá á  

intereses,  a  favor  de  cada  uno  de  los  cinco  primeros  demandantes 

como  resarcimiento  del  da o  moral  padecido,  rechaz ndose  lañ á  

demanda respecto de la ltima demandante.ú

Contra la sentencia de primer grado, con fecha doce de abril de 

dos  mil  veintitr s,  el  Consejo  de  Defensa  del  Estado  dedujoé  

conjuntamente recursos de casaci n en la forma y de apelaci n; y, conó ó  

la misma fecha, dedujo recurso de apelaci n la demandante.ó

En  cuanto  al  recurso  de  casaci n  en  la  formaó  

interpuesto por la demandada:

Primero:  Que  la  parte  demandada,  representada  por  la 

abogada Ruth Israel L pez, dedujo recurso de casaci n en la forma enó ó  

contra de la sentencia definitiva de seis de marzo de dos mil veintitr s,é  

invocando la causal 5a. del art culo 768, en relaci n con el n mero 4í ó ú º 

del art culo 170, ambos del C digo de Procedimiento Civil.í ó

Refiere que la demandante interpuso demanda de indemnizaci nó  

de  perjuicio  en  su  contra,  solicitando  se  pagara  la  suma  de 

$1.080.000.000, m s reajustes e intereses, como reparaci n por el da oá ó ñ  

moral  por  repercusi n  que habr an  sufrido  los  demandantes  por  laó í  

prisi n pol tica y torturas de don Luis Segundo Enrique Hidalgo Levia,ó í  

invocando como fundamento normativo los art culos 5, 7, 19 N  20 yí º  

38  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  y  diversos  tratadosó í ú  

internacionales sobre Derechos Humanos.

Indica que contest  la demanda controvirtiendo los hechos, dadoó  

que los  actores  comparecen a t tulo  personal sin  que hubieran sidoí  

reconocidos por el Estado como v ctimas de prisi n pol tica y torturaí ó í  

por la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Torturas, o por laó ó í  

Código: XXZXXLZXTFK

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



Comisi n  Asesora  Presidencial  para  la  Calificaci n  de  Detenidosó ó  

Desaparecidos,  Ejecutados  Pol ticos  y  V ctimas  de Prisi n  Pol tica  yí í ó í  

Tortura.  Agrega  que  controvirti  los  presupuestos  de  la  demanda,ó  

conforme a lo cual los demandantes debieron acreditar los requisitos 

necesarios  para  que  proceda  la  indemnizaci n  de  perjuicios  a  suó  

respecto, no siendo suficiente el invocar solo la relaci n de parentescoó  

con la v ctima directa.í

Expone que aleg  tambi n la falta de legitimaci n activa de losó é ó  

demandantes, al no tener la calidad de v ctimas de prisi n pol tica yí ó í  

tortura,  solicitando  subsidiariamente  la  improcedencia  de  las 

indemnizaciones demandadas, por limitaci n de la justicia transicional,ó  

por haber  sido reparados  conforme a las  medidas  dispuestas  por el 

Estado, por la prescripci n extintiva de la acci n interpuesta, por laó ó  

improcedencia  del  monto  de  la  indemnizaci n  reclamada  y  por  laó  

improcedencia  del  pago  de  reajustes  e  intereses  en  la  forma 

demandada.

Se ala que la sentencia de primera instancia rechaz  la demandañ ó  

deducida por Raquel  del  Carmen Lara Leiva acogiendo la falta de 

legitimaci n  activa  alegada,  rechazando  las  excepciones  opuestasó  

respecto de los otros demandantes, acogiendo parcialmente la demanda 

y conden ndolo a pagar la suma total de $900.000.000, a raz n deá ó  

$180.000.000 por demandante.

Sostiene  que,  en  lo  que  concierne  al  presente  recurso,  la 

sentencia  no  realiza  an lisis  de  la  prueba  rendida,  ni  justifica  laá  

existencia del da o moral, la relaci n de causalidad entre los hechos yñ ó  

los  da os,  ni  expone  los  razonamientos  que  habr a  tenido  elñ í  

sentenciador para arribar a los montos que se detallan en lo resolutivo. 

Esgrime que los medios de prueba solo fueron enunciados, para 

lo cual reproduce los considerandos sexto y s ptimo de la sentenciaé  

impugnada.  A  su  vez,  indica  que  en  los  considerados  d cimo  aé  

vig simo  tercero  la  sentencia  recurrida  se  avoca  al  an lisis  de  lasé á  

excepciones y defensas deducidas por su parte; para, finalmente, en el 

considerando vig simo sexto, omitiendo los fundamentos razonados queé  

hubieran permitido comprender la forma en que el sentenciador arribó 

a los montos a los que se condena, expone: “Que, en cuanto al monto 

de la indemnizaci n, se estar  a la circunstancia de que el hecho queó á  
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ha causado el agravio , condenando a la demandada en lo resolutivo”  

del fallo al pago de $180.000.000 a cada demandante, con excepci nó  

de la demandante Lara Leiva.

Arguye  que  la  sentencia  incurre  en  el  vicio  de  invalidaci nó  

denunciado,  por  cuanto se  omitieron en ella  las  consideraciones  de 

hecho  y  de  derecho  que  le  sirven  de  fundamento  para  acoger  la 

demanda.  La  sentenciadora,  a ade,  omiti  efectuar  consideracionesñ ó  

f cticas y jur dicas, al no se alar ni analizar antecedentes o especialesá í ñ  

consideraciones, l gicas y racionales respecto de la prueba rendida, laó  

justificaci n de la existencia del da o moral, la relaci n de causalidad yó ñ ó  

de los razonamientos que fundan los montos indemnizatorios a los que 

fue condenada la demanda.

Expone que la sentencia impugnada, en sus considerandos sexto 

y  s ptimo,  se  limita  a  enunciar  los  medios  de  prueba  que  fueroné  

acompa ados  por  los  demandantes,  para  luego,  mediante  frasesñ  

carentes de valoraci n, contenido y an lisis, se alar que: ó á ñ “VIG SIMOÉ  

CUARTO: Que la responsabilidad trae aparejada la indemnizaci n oó  

reparaci n de los da os sufridos por el actor. VIG SIMO SEXTO:ó ñ É  

Que,  en  cuanto  al  monto  de  la  indemnizaci n,  se  estar  a  laó á  

circunstancia  de  que  el  hecho  que  ha  causado  el  agravio ;  siendo”  

aquello  todo  el  an lisis  que  realiza  la  sentenciadora  respecto  de  laá  

prueba rendida,  y con lo cual  se pretende satisfacer  el  est ndar  deá  

fundamentaci n respecto del an lisis de la prueba, de los perjuicios yó á  

de su relaci n de causalidad, cuesti n que evidentemente no ocurre.ó ó

Por otra parte, se ala que la sentencia tampoco da cuenta de losñ  

antecedentes  de  hecho  y  fundamentos  de  derecho  que  llevaron  a 

condenar a la demandada al pago de la suma de $180.000.000 para 

cada  actor,  cuesti n  que  escapa  de  todo  baremo  o  promedioó  

establecido  por  los  tribunales  superiores  de  justicia.  En  tal  sentido, 

expone  que  el  fallo  impugnado  no  explicita  c mo  arrib  a  dichaó ó  

avaluaci n  de  perjuicios,  no  indica  en  qu  par metros  se  bas ,  noó é á ó  

analiza situaciones judiciales similares, no cita jurisprudencia de apoyo 

al  fijar  dicho  monto,  por  lo  que,  no  existiendo  motivaci n  en  laó  

sentencia recurrida, se infringe la obligaci n procesal de que todo falloó  

debe contener la fundamentaci n en que se apoya.ó
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Aduce que el inciso 5  del numeral 3  del art culo 19 N 3 de laº º í º  

Constituci n Pol tica de la Rep blica dispone que toda sentencia ó í ú “de 

un rgano que ejerza jurisdicci n debe fundarse en un proceso previoó ó  

legalmente  tramitado  y,  en  tal  sentido,  acusa  que  la  sentencia”  

recurrida  lesiona  la  garant a  e  infringe  gravemente  el  mencionadoí  

principio, pues se limita a fijar el monto sin formular consideraciones 

jur dicas  o de hecho,  resultando evidente que el  vicio  se  encuentraí  

directamente enlazado con lo dispositivo de la sentencia. Agrega que el 

referido  requisito  de  fundamentaci n  ha  sido  pormenorizadamenteó  

explicado por el Auto Acordado sobre Forma de las Sentencias de la 

Corte Suprema, de 30 de septiembre de 1920, que dispone que, tras el 

establecimiento  de  los  hechos,  deben  enunciarse  las  consideraciones 

jur dicas aplicables al caso observando que permitan determinarlo coní  

mayor claridad.

En el mismo sentido, se ala que la Corte Suprema ha resaltadoñ  

la  importancia  de  cumplir  las  disposiciones  antes  se aladas,  por  lañ  

claridad,  congruencia,  armon a  y  l gica  en  los  razonamientos  queí ó  

deben observar los fallos, citando al respecto las sentencias Roles Nos. 

39.365-2014, 3.329-2007 y 50.305-2015, de la Excma. Corte Suprema. 

En consecuencia, sostiene que, sin an lisis de la prueba rendida, siná  

argumentos que justifiquen la existencia del da o moral y su relaci nñ ó  

de causalidad con los hechos que fundan la acci n y sin considerandosó  

que fundamenten los montos indemnizatorios, el fallo es absolutamente 

infundado, incurriendo en el vicio de casaci n denunciado.ó

Afirma que el vicio denunciado ha influido sustancialmente en lo 

dispositivo de la sentencia, causando perjuicio s lo reparable a trav só é  

de  su invalidaci n,  toda vez  que de  no haberse  incurrido en l  laó é  

decisi n asentada en ella habr a sido distinta a la adoptada, es decir, deó í  

haber  analizado  y  valorado  los  antecedentes  probatorios  invocados, 

expres ndolo  debidamente,  habr a  concluido  que  los  antecedentesá í  

probatorios de autos no resultaban suficientes para acreditar la calidad 

de v ctima de violaciones a los derechos humanos de los actores, losí  

perjuicios invocados por stos, ni la relaci n de causalidad entre ambosé ó  

y, en raz n de ello, habr a rechazado la demanda. En concreto, arguyeó í  

que la sentencia no habr a podido arribar a la decisi n de condenar aí ó  
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la demandada a pagar la suma total de $900.000.000, rechaz ndose laá  

demanda. 

Finaliza solicitando se acoja el recurso de casaci n en la forma yó  

se invalide la sentencia recurrida y, acto seguido y sin nueva vista, pero 

separadamente,  se  dicte  con  arreglo  a  la  ley  la  correspondiente 

sentencia de reemplazo, rechazando la demanda en todas sus partes.

Segundo:  Que el recurso de casaci n en la forma tiene comoó  

raz n de ser,  velar  por el  exacto cumplimiento de las  disposicionesó  

legales que se refieren a la forma externa de los litigios y a su cumplido 

desarrollo procesal y, por tratarse de un recurso de derecho estricto, en 

su interposici n  deben observarse  determinadas  formalidades  legales,ó  

limit ndose  la  competencia  de  esta  Corte  por  la  o  las  causalesá  

invocadas.  De este  modo es  que  su planteamiento  debe  cimentarse 

precisamente  en  las  excepcionales  situaciones  de  transgresi n  de  laó  

ritualidad del fallo dictado en esas circunstancias.

Tercero:  Que,  el  vicio  denunciado  en  el  caso  sub  judice 

corresponde  a  la  causal  5a.  del  art culo  768  del  C digo  deí ó  

Procedimiento  Civil,  que  precept a:  ú “El  recurso  de  casaci n  en  laó  

forma ha de fundarse precisamente en alguna de las causas siguientes:  

5a.  En  haber  sido  pronunciada  con  omisi n  de  cualquiera  de  losó  

requisitos enumerados en el art culo 170í .”

El  requisito  que  se  acusa  omitido  en  la  sentencia  es  el  del 

numeral 4 del art culo 170 del C digo de Procedimiento Civil,  queí ó  

prescribe: “Las sentencias definitivas de primera o de nica instancia yú  

las de segunda que modifiquen o revoquen en su parte dispositiva las  

de otros tribunales, contendr n: 4 . Las consideraciones de hecho o deá °  

derecho que sirven de fundamento a la sentencia .”

Cuarto:  Que, el legislador se ha preocupado de establecer las 

formalidades a que deben sujetarse las sentencias definitivas de primera 

o nica instancia y las de segunda que modifiquen o revoquen en suú  

parte dispositiva las de otros tribunales, las que adem s de satisfacer losá  

requisitos exigibles a toda resoluci n judicial, conforme a lo prescritoó  

en los art culos 61 y 169 del C digo de Procedimiento Civil, debení ó  

contener las enunciaciones contempladas en el art culo 170 del mismoí  

cuerpo  normativo,  entre  las  que  figura  en  su  numeral  4  lasº  
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consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la 

sentencia.

Quinto:  Que,  la  Corte  Suprema,  dando  cumplimiento  a  lo 

dispuesto por la Ley N  3.390 de 1918, en su art culo 5  transitorio,º í º  

dict  con fecha 30 de diciembre de 1920 un Auto Acordado en queó  

regula pormenorizada y minuciosamente los  requisitos  formales  que, 

para las sentencias definitivas a que se ha hecho menci n, dispone eló  

precitado art culo 170 del C digo de Procedimiento Civil.í ó

Que en cuanto al numeral 4  del art culo 170 del C digo de° í ó  

Procedimiento Civil, debe vincularse con los n meros 5  a 9  del citadoú º °  

Auto Acordado de la  Corte Suprema de Justicia,  y en su virtud la 

sentencia debe contener las consideraciones de hecho o de derecho que 

le sirven de fundamento, exigencia que tiende a asegurar la justicia y la 

legalidad de los fallos y a proporcionar a los litigantes los antecedentes 

que les permitan conocer los motivos que determinaron la decisi n deló  

litigio para la  interposici n de los recursos por medio de los cualesó  

fuere posible la modificaci n o invalidaci n de los mismos.ó ó

Sexto:  Que, la importancia de cumplir con tal disposici n haó  

sido acentuada por la  Corte Suprema por la  claridad,  congruencia, 

armon a y l gica en los razonamientos que deben observar los fallos.í ó  

La exigencia  de motivar  o fundamentar  las  sentencias  no s lo  diceó  

relaci n con un asunto exclusivamente procesal referido a la posibilidadó  

de recurrir, sino que tambi n se enmarca en la necesidad de someter alé  

examen que puede hacer cualquier ciudadano de lo manifestado por el 

juez y hace posible, asimismo, el convencimiento de las partes en el 

pleito,  evitando  la  impresi n  de  arbitrariedad  al  tomar  stasó é  

conocimiento  del  porqu  de  una  decisi n  judicial  (SCS Roles  Nos.é ó  

4.835-2017, 152.907-2022, 5512-2023 y 17.845-2023).

S ptimo:  é Que,  en  el  mismo  sentido  y,  complementando  lo 

anterior, la fundamentaci n adecuada de las resoluciones judiciales esó  

parte esencial de la garant a del debido proceso. La jurisprudencia deí  

la Corte Interamericana de Derechos Humanos es clara en este punto: 

las  garant as  del  debido proceso consagradas en el  art culo 8 de laí í  

Convenci n Americana sobre Derechos Humanos se extienden a todoó  

tipo de procedimientos, inclusive civiles, en la medida que determinen 

o afecten los derechos de las personas (Corte IDH. Opini n Consultivaó  
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OC-9/87. Garant as Judiciales en Estados de Emergencia. P rrafo 28;í á  

Corte  IDH.  Caso  Baena  Ricardo  y  otros  v.  Panam .  Fondo,á  

Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001,  P rrafoá  

124;  Corte IDH. Caso del  Tribunal  Constitucional  v.  Per .  Fondo,ú  

Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. P rrafo 70).á

La inobservancia de lo anterior constituye una vulneraci n de laó  

Convenci n Americana sobre Derechos Humanos, as  como de otrosó í  

tratados  internacionales  de  derechos  humanos  que  consagran  y 

protegen  el  derecho  al  debido  proceso  y  que  se  encuentran 

incorporados  en  nuestro  ordenamiento  jur dico  por  la  disposici ní ó  

contenida en el art culo 5 , inciso segundo, de la Carta Fundamentalí º  

de 1980.

Octavo:  Que til resulta traer a colaci n lo expresado por losú ó  

juristas nacionales don Mario Mosquera Ruiz y don Cristi n Maturanaá  

Miquel,  en  su  libro  Los  Recursos  Procesales ,  quienes  al  analizar“ ”  

precisamente la causal del aludido arbitrio han dicho: “En el mismo 

sentido, se nos ha se alado que esta causal concurre cuando el vicioñ  

consiste en la falta de consideraciones mas no en la impropiedad de  

estas; la circunstancia que las consideraciones sean erradas o deficientes  

no  se  sanciona  con  la  nulidad  del  fallo,  puesto  que  ese  vicio  se  

constituye seg n la ley por la falta de consideraciones de hecho o deú  

derecho, situaci n que se ha entendido se produce, asimismo, cuandoó  

entre s  son contradictorias  o se destruyen unas a otrasí  (Mosquera”  

Ruiz,  Mario y Maturana Miquel,  Cristi n:  Los Recursos  Procesales.á  

Santiago de Chile, Editorial Jur dica de Chile, 2010, p. 250).í

Noveno:  Que,  de  un  an lisis  exhaustivo  de  la  sentenciaá  

atacada,  consta  que  se  acogi  la  demanda  de  indemnizaci n  deó ó  

perjuicio en favor de los demandantes Luis Guillermo Hidalgo Aburto, 

Orlando Roberto Hidalgo Aburto, Lilian del Carmen Hidalgo Aburto, 

Cecilia  Amalia Hidalgo  Aburto  y  Graciela  del  Carmen  Aburto 

Romero,  condenando  a  la  demandada  a  pagar  la  suma  de 

$180.000.000  a  favor  de  cada  uno  de  ellos,  sin  desarrollar  ning nú  

fundamento o razonamiento que justifique tal decisi n, lo que se oponeó  

al deber de motivar de manera adecuada las decisiones judiciales.

En  efecto,  en  el  motivo  vig simo  tercero  de  la  sentencia  seé  

se ala:  ñ “ encontr ndose acreditado  el  il cito,  la  responsabilidad  del… á í  
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Estado, y la circunstancia de detenci n, prisi n pol tica y tortura deó ó í  

don Luis  Segundo Enrique Hidalgo  Leiva,  y  que no habr a tenidoí  

lugar  sin  la  intervenci n  de  funcionarios  estatales  no  se  hubieraó  

producido, queda por dar establecida la responsabilidad del Estado de  

Chile en los hechos relatados ; para luego agregar en el considerando”  

vig simo  cuarto:  é “Que  la  responsabilidad  trae  aparejada  la  

indemnizaci n o reparaci n de los da os sufridos por el actoró ó ñ , sin que”  

se  verifique  la  concurrencia  de  menci n  ni  fundamentaci n  algunaó ó  

sobre la valoraci n de la prueba y los requisitos de la responsabilidadó  

extracontractual que constituya una justificaci n de la decisi n a queó ó  

arriba el tribunal a quo, cuesti n que no es balad  en cuanto impone aó í  

la  demandada  la  obligaci n  de  pagar  una  indemnizaci n  por  losó ó  

perjuicios  ocasionados  a  los  demandantes,  lo  que  se  dictamin  sinó  

exteriorizar ning n motivo o reflexi n racional que permita entender laú ó  

decisi n adoptada en la sentencia impugnada.ó

D cimo:  é Que,  asimismo,  respecto  de  la  determinaci n  deló  

monto dinerario que permita en alg n modo reparar, mitigar o ayudarú  

a  sobrellevar  el  dolor  causado  por  el  hecho  il cito,  ello  debeí  

necesariamente  realizarse  prudencialmente,  ante  la  imposibilidad  de 

fijar con alguna exactitud y certeza la suma que sirva a esos objetivos. 

Sin  embargo,  ello  no  conlleva  que  esa  avaluaci n  sea  arbitraria  yó  

antojadiza para el rgano jurisdiccional, sino que ante la imposibilidadó  

de concretarla sirvi ndose de f rmulas, pautas o m todos uniformes yé ó é  

universales para todo tipo de situaciones, el tribunal debe analizar cada 

caso en base a sus especificidades y particularidades, sopes ndolas coná  

cautela y moderaci n, lo que por cierto le entrega mayor flexibilidadó  

para  dicha  determinaci n,  pero  que  no  implica  en  modo  algunoó  

liberarlo del deber de expresar las razones que llevaron a arribar a esa 

conclusi n.ó

En  tal  sentido,  en  el  considerando  vig simo  sexto  del  falloé  

recurrido, relativo a la determinaci n de la indemnizaci n, el tribunaló ó  

a  quo se  limit  a  se alar:  ó ñ “Que,  en  cuanto  al  monto  de  la  

indemnizaci n, se estar  a la circunstancia de que el hecho que haó á  

causado  el  agravio ,  sin  indicar  ni  exteriorizar  motivo  o  reflexi n” ó  

racional  por  el  cual  hubiera  fundado  el  porqu  de  los  montosé  

determinados en lo dispositivo del fallo.
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Und cimo:  é Que,  bajo  este  prisma  resulta  inconcuso  que  la 

magistratura no dio acatamiento cabal  a los  requisitos  legales  de la 

sentencia  precedentemente  se alados,  toda  vez  que  se  abstuvo  deñ  

consignar los fundamentos de hecho y de derecho en virtud de los 

cuales valor  la prueba allegada, estableci  la obligaci n de indemnizaró ó ó  

los  perjuicio  ocasionados  a  los  demandantes  y  avalu  los  da osó ñ  

ocasionado,  lo  que  hace  que  quede  el  fallo  desprovisto  de 

consideraciones a ese respecto. 

De esta forma, el examen de la sentencia denota una evidente 

carencia de argumentaci n acerca del t pico sometido al conocimientoó ó  

y  resoluci n  de  los  tribunales  del  m rito,  omitiendo  as  lasó é í  

consideraciones de hecho y de derecho que deb an servirle de soporte,í  

raz n por la cual, el presente recurso de casaci n en la forma deberó ó á 

ser acogido.

Duod cimo:é  Que, conforme, adem s, a lo se alado y concluidoá ñ  

en  las  consideraciones  anteriores,  se  hace  innecesario  emitir 

pronunciamiento  sobre  el  recurso  de  apelaci n  deducidoó  

conjuntamente por la demandada, as  como tambi n del recurso deí é  

apelaci n interpuesta por la demandante.ó

Por estas consideraciones, m rito de autos, disposiciones legalesé  

citadas y lo establecido en los art culos 186 y siguientes, 764, 765, 766,í  

768, 769, 770, 771 y 781, todos del C digo de Procedimiento Civil, seó  

declara: 

I. Que  SE  ACOGE, sin costas, el recurso de casaci n en laó  

forma interpuesto por la abogada del Consejo de Defensa del Estado 

do a Ruth Israel L pez, en representaci n del Fisco de Chile, fundadañ ó ó  

en la causal establecida en el numeral 5  del art culo 768, en relaci nª í ó  

con el n mero 4  del art culo 170, ambos del C digo de Procedimientoú º í ó  

Civil,  en contra de la sentencia de fecha seis de marzo de dos mil 

veintitr s, pronunciada por el 19  Juzgado Civil de Santiago, la que é º SE 

INVALIDA  y  se  reemplaza  por  la  sentencia  que  se  dicta  a 

continuaci n, en forma separada y sin nueva vista.ó

II. Que SE  OMITE pronunciamiento respecto del recurso de 

apelaci n,  interpuesto  en  forma  conjunta  con  el  de  casaci n  en  laó ó  

forma,  de  la  parte  demandada,  as  como tambi n  de  la  apelaci ní é ó  

deducida por la parte demandante.
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Reg strese y noti f quese.í í

Redacci n del abogado integrante Michael Camus D vila.ó á

Rol N  Civil-6423-2023 (Acumulada con el ingreso Civil-6424-°

2023).

Pronunciada por la Primera  Sala , integrada por las Ministras se orañ  
Paola Danai Hasb n Mancilla y se ora Elsa Barrientos Guerrero y elú ñ  
Abogado  Integrante  se or  Michael  Camus  D vila.  No  firman,  lañ á  
ministra se ora Hasb n, quien concurri  a la vista de la causa y alñ ú ó  
acuerdo, por encontrarse con licencia m dica y el abogado integranteé  
se or Camus, por no encontrarse al momento de hacerlo.ñ
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Proveído por la Presidenta de la Primera Sala de la C.A. de Santiago.

En Santiago, a veintitres de enero de dos mil veinticuatro, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario

la resolución precedente.
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SENTENCIA DE REEMPLAZO.

Santiago, veintitr s de enero de dos mil veinticuatro.é

Dando cumplimiento a lo dispuesto por el art culo 786 delí  

C digo de Procedimiento Civil,  se dicta la siguiente sentencia deó  

reemplazo.

Vistos :

De la sentencia invalidada se reproducen sus partes expositiva, 

considerativa  y  citas  legales,  con  exclusi n  de  su  fundamentoó  

vig simo s ptimo, el que es eliminado.é é

Y se t iene adem s presente:á

Primero:  Que  corresponde  determinar  si  en  estos  autos 

concurren los presupuesto que hacen procedente la indemnizaci nó  

de  perjuicio  reclamada,  a  partir  de  la  determinaci n  de  laó  

responsabilidad del Estado en el da o causado por sus agentes en lasñ  

personas  de  la  c nyuge,  los  hijos  y  la  sobrina  del  se or  Luisó ñ  

Segundo Enrique Hidalgo Leiva, privado de libertad y torturado, al 

margen de todo proceso legal.

Segundo:  Que  conforme  se  acredita  con  el  instrumento 

denominado  Certificado  emitido  por  el  Instituto  Nacional  de 

Derechos  Humanos,  de  fecha  22  de  febrero  de  2022,  don  Luis 

Segundo Enrique Hidalgo Leiva fue reconocido como v ctima deí  

detenci n ilegal y tortura pol tica por parte de agentes del Estado,ó í  

reconocido en tal calidad por la Comisi n Nacional sobre Prisi nó ó  

Pol tica y Tortura, establecida por el Decreto Supremo N 1.040 delí º  

a o  2003,  del  Ministerio  del  Interior,  conocida  como  Comisi nñ ó  

Valech I.
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Asimismo, de acuerdo a la copia de los antecedentes tenidos a 

la vista por la Comisi n Nacional de Prisi n Pol tica y Tortura paraó ó í  

reconocer la  calidad de v ctima del  se or Hidalgo Leiva,  en ellaí ñ  

consta que ste fue detenido el 2 de diciembre de 1973, torturadoé  

en el Regimiento de Infanter a San Bernardo y liberado en el Cerroí  

Chena el 4 de enero de 1974, esto es, despu s de un mes y dos d asé í  

desde que se efectuara su detenci n.ó

Reafirman lo anterior los testimonio prestados en juicio por 

Juan  Jos  Esparza  Henr quez,  Carlos  Gabriel  Pizarro  Acevedo,é í  

Silviano Enrique Cabello Correo y F lix David Hidalgo Carrasco,é  

los que fueron contestes respecto de la detenci n y tortura sufridaó  

por el se or Hidalgo Leiva, as  como de las consecuencias de losñ í  

referidos acontecimientos.

Tercero:  Que, consta que los demandantes no fundaron su 

acci n  en  el  hecho  que  fueran  v ctimas  de  prisi n  preventiva  yó í ó  

tortura, sino en el da o que les provoc  el sufrimiento padecido porñ ó  

su c nyuge, padre y t o respectivamente. En tal sentido, lo alegadoó í  

es el da o reflejo o por repercusi n, que ñ ó “es el sufrido por v ctimasí  

mediatas de un hecho que ha causado la muerte o lesiones de otra  

persona  (Barros  Bourie,  Enrique;  Tratado  de  Responsabilidad”  

Extracontractual,  Tomo  I,  Editorial  Jur dica  de  Chile,  Segundaí  

Edici n, a o 2022, pp. 262-263), que puede ser moral,  siendo eló ñ  

perjuicio alegado propio y no de la v ctima inmediata.í

Cuarto:  Que, con el fin de determinar la existencia da oñ  

moral por repercusi n sufrido por los demandantes y el nexo causaló  

de ste con la detenci n ilegal y tortura sufrida por el se or Hidalgoé ó ñ  

Leiva,  los  demandantes  acompa aron  informes  psicol gico  deñ ó  

evaluaci n de da os asociados a violencia pol tica,  todos emitidosó ñ í  
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por  Miguel  ngel  Varas  Mendoza,  psic logo  del  Programa  deÁ ó  

Reparaci n Integral en Salud y Derecho Humanos (P.R.A.I.S.) deló  

Servicio de Salud Metropolitano Sur, los cuales no fueron objetados 

por la demandada. 

Quinto:  Que, seg n se desprende de los referidos informesú  

psicol gicos, los demandantes presentan lo siguiente:ó

a)  Informe  de  don  Orlando  Roberto  Hidalgo  Aburto, 

evaluado  el  23  de  noviembre  de  2021  por  el  psic logo  Varasó  

Mendoza, donde se concluye que la detenci n y tortura de su padreó  

Luis Segundo Enrique Hidalgo Leiva le caus  la aparici n de unó ó  

da o transgeneracional.ñ

b) Informe de don Luis Guillermo Hidalgo Aburto, evaluado 

el 23 de noviembre de 2021 por el psic logo Varas Mendoza, dondeó  

se concluye que la detenci n y tortura de su padre Luis Segundoó  

Enrique  Hidalgo  Leiva  le  caus  la  aparici n  de  un  da oó ó ñ  

transgeneracional.

c)  Informe  de  do a  Lilian  del  Carmen  Hidalgo  Aburto,ñ  

evaluada  el  23  de  noviembre  de  2021  por  el  psic logo  Varasó  

Mendoza, donde se concluye que la detenci n y tortura de su padreó  

Luis Segundo Enrique Hidalgo Leiva le caus  la aparici n de unó ó  

da o transgeneracional.ñ

d) Informe de do a Cecilia Amalia Hidalgo Aburto, evaluadañ  

el 19 de julio de 2021 por el psic logo Varas Mendoza, donde seó  

concluye  que  la  detenci n  y  tortura  de  su  padre  Luis  Segundoó  

Enrique  Hidalgo  Leiva  le  caus  la  aparici n  de  un  da oó ó ñ  

transgeneracional.

e)  Informe de do a  Graciela  del  Carmen Aburto Romero,ñ  

evaluada  el  23  de  noviembre  de  2021  por  el  psic logo  Varasó  
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Mendoza, que concluye que la detenci n y tortura de su c nyugeó ó  

Luis Segundo Enrique Hidalgo Leiva le caus  la aparici n de unó ó  

da o transgeneracional.ñ

f) Informe de do a Raquel del Carmen Lara Leiva, evaluadañ  

el 26 de octubre de 2021 por el referido psic logo Varas Mendoza,ó  

donde se concluye que la detenci n y tortura de su t o Luis Segundoó í  

Enrique Hidalgo Leiva, sumada a la desaparici n de su pareja y deló  

padre  de  ste,  caus  la  aparici n  de  un  da o  transgeneracional,é ó ó ñ  

asociado a la  sintomatolog a  de traumatizaci n  extrema,  tambi ní ó é  

generada por detenciones sufridas por la misma demandante y otros 

miembros de su familia.

Sexto:  Que lo anterior debe valorarse conjuntamente con los 

dem s instrumentos aportados al proceso, que otorgan contenido aá  

ese da o, en cuanto a las especiales caracter sticas que tiene y a losñ í  

excepcionales efectos que provoca en quien lo sufre. 

Si bien el da o moral, esto es, el sufrimiento, dolor, molestia,ñ  

desgracia que el hecho il cito ocasiona en la sensibilidad f sica o ení í  

los sentimientos o afectos de una persona, el miedo, la angustia, la 

ansiedad, la verg enza, la pena, ocasionado por el hecho de que seü  

trate, pudo presumirse a partir de la gravedad de los hechos il citosí  

y  de  sus  circunstancias  concomitantes,  todo  lo  cual  se  tuvo  por 

acreditado, de modo que, los antecedentes aportados por los actores 

permiten reafirmar su absoluta ocurrencia, a excepci n de la actoraó  

do a Raquel del Carmen Lara Leiva.ñ

S ptimo:é  Que,  en  tal  sentido,  esta  Corte  comparte  lo 

expuesto  por  el  tribunal  de  primer  grado,  en  cuanto  al  no 

reconocimiento  de  la  legitimidad  activa  de  la  demandante  Lara 

Leiva, toda vez que, en su calidad de sobrina de la v ctima directa,í  
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el est ndar probatorio sobre la relaci n de dependencia afectiva yá ó  

emocional era m s exigente que respecto de quienes ostentaban unaá  

relaci n conyugal o un orden de parentesco inmediato, como es eló  

casos de sus hijos. 

En  tal  sentido,  el  informe  psicol gico  acompa ado  por  laó ñ  

parte  demandante  respecto  a  la  actora  Lara  Leiva  se  halla 

fundamentado vaga e imprecisamente respecto de la relaci n queó  

ostentaba con el se or Hidalgo Leiva, v ctima de detenci n ilegal yñ í ó  

tortura, aduciendo a su vez, otras fuentes de da o moral, como fueñ  

la p rdida de su entonces pareja y del padre de ste, con lo cual,é é  

esta Corte no se puede formar al convicci n acerca del nexo causaló  

entre el da o moral alegado y el hecho da oso, motivo por el cualñ ñ  

se desestimar  la demanda a su respecto.á

Octavo:  Que, respecto del resto de los demandantes, esto es, 

don Luis Guillermo Hidalgo Aburto, don Orlando Roberto Hidalgo 

Aburto,  do a  Lilian  del  Carmen  Hidalgo  Aburto,  do a  Ceciliañ ñ  

Amalia  Hidalgo  Aburto  y  do a  Graciela  del  Carmen  Aburtoñ  

Romero, se encuentra acreditado el da o y la relaci n de causalidadñ ó  

entre ste  y el  hecho da oso,  as  como su relaci n y parentescoé ñ í ó  

directo  con  la  v ctima  inmediata  como  hijos  y  c nyuge,í ó  

respectivamente; y, por tanto, la procedencia de la indemnizaci n deó  

perjuicios que se demanda, a modo de reparaci n integral del da o,ó ñ  

por lo que se acceder  a aquella por concepto de da o moral.á ñ

Noveno:  Que, de esta forma, en cuanto a la avaluaci n deó  

la  indemnizaci n  del  da o  producido  y  la  acci n  para  hacerlaó ñ ó  

efectiva,  de  m xima  trascendencia  al  momento  de  administrará  

justicia,  compromete  el  inter s  p blico  y  aspectos  de  justiciaé ú  

material, que tienen como objeto obtener la reparaci n ntegra deó í  
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los perjuicios ocasionados por el actuar de agentes del Estado de 

Chile,  ya  que  as  lo  mandata  la  aplicaci n  de  buena  fe  de  losí ó  

tratados internacionales suscritos por nuestro pa s y la interpretaci ní ó  

de las normas de Derecho Internacional consideradas ius cogens por 

la comunidad jur dica internacional.í

Dichas normas deben tener aplicaci n preferente en nuestroó  

ordenamiento interno, al tenor de lo que dispone el art culo 5  de laí °  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  por  sobre  aquellasó í ú  

disposiciones de orden jur dico nacional que posibilitar an eludir lasí í  

responsabilidades en que ha incurrido el Estado chileno, a trav s deé  

la  actuaci n  penalmente  culpable  de  sus  funcionarios,  dandoó  

cumplimiento  de  este  modo  a  la  Convenci n  de  Viena  sobreó  

Derecho de los Tratados.

D cimo:  é Que, zanjado lo anterior y para los efectos de la 

determinaci n del da o reclamado, es conveniente tener en cuentaó ñ  

que el da o moral consiste en la lesi n o agravio, efectuado culpableñ ó  

o  dolosamente,  a  un  derecho  subjetivo  de  car cter  inmaterial  eá  

inherente  a  la  persona  y  que  es  imputable  a  otro.  Esta 

particularidad hace que no puedan aplicarse al momento de precisar 

su  existencia  y  entidad,  las  mismas  reglas  utilizadas  para  la 

determinaci n de da os materiales, pues en tal evento se trata deó ñ  

una alteraci n externa y f cilmente perceptible, lo que no aconteceó á  

en el plano subjetivo. 

Como  lo  ha  se alado  anteriormente  la  Excma.  Corteñ  

Suprema, el menoscabo moral, por su ndole netamente subjetiva yí  

porque su fundamento arranca de la propia naturaleza afectiva del 

ser humano, no es, sin duda, de orden puramente econ mico y noó  

implica,  en  consecuencia,  un  deterioro  real  en  el  patrimonio  de 
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quien lo sufre, susceptible de prueba y de determinaci n directa, poró  

lo que queda enteramente entregado a la regulaci n prudencial deó  

los jueces de instancia, tomando en consideraci n aspectos como lasó  

circunstancias en que se produjo y todas aquellas que influyeron en 

la intensidad del dolor y sufrimiento experimentado (SCS Rol N° 

17.842-2019).

Und cimo:  é Que, en este entendido, acreditados como han 

sido los hechos denunciados, el contexto en que se perpetraron y la 

participaci n culpable y penada por la ley de los agentes del Estadoó  

que intervinieron,  surge la  efectividad del  padecimiento del  da oñ  

moral, de manera que el Estado debe reparar ese detrimento por el 

hecho de sus agentes, cuya determinaci n concierne a la prudenciaó  

del tribunal, y no podr a ser de otro modo porque materialmente esí  

dif cil,  sino  imposible,  medir  con  exactitud  la  intensidad  delí  

sufrimiento que provocaron a los actores la detenci n, sometimientosó  

a torturas y apremios ileg timos de su c nyuge y padre.í ó

Duod cimo:  é Que,  en  el  mismo  sentido,  es  preciso 

argumentar que la indemnizaci n de perjuicios por da o moral noó ñ  

puede  fijarse  recurriendo  nicamente  a  la  prudencia  de  losú  

juzgadores,  los  que  deben  observar  la  realidad  de  cada  caso  en 

particular y los montos que, en casos similares,  se han otorgado, 

para as  tender a un trato igualitario entre las v ctimas que recurrení í  

ante  los  rganos  jurisdiccionales  y  a  los  baremos  obtenidos  deló  

estudio de la jurisprudencia existente sobre la materia.

D cimo  Tercero:  é Que, en tal sentido, si bien constituyen 

hechos probados y no discutidos en el juicio la existencia del da oñ  

ocasionado a los demandantes por la privaci n de libertad y torturaó  

sufridas por el se or Hidalgo Leiva, que constituye el fundamentosñ  
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de la demanda, esta Corte tendr  presente para fijar el monto de laá  

indemnizaci n  de  perjuicios  la  prueba  aportada  respecto  a  laó  

intensidad del da o moral por repercusi n causado a cada uno deñ ó  

los demandantes y las posibles secuelas ps quicas, todo ello unido alí  

plazo por el que se extendi  la detenci n y torturas a las que se vioó ó  

sujeto el se or Hidalgo Leiva.ñ

Que,  por  los  motivos  expuestos,  esta  Corte  determina 

prudencialmente la indemnizaci n por da o moral en la suma deó ñ  

$40.000.000  (cuarenta  millones  de  pesos),  para  cada  uno  de  los 

demandantes  se ores  Luis  Guillermo  Hidalgo  Aburto  y  Orlandoñ  

Roberto  Hidalgo  Aburto,  y  se oras  Lilian  del  Carmen  Hidalgoñ  

Aburto,  Cecilia  Amalia  Hidalgo  Aburto  y  Graciela  del  Carmen 

Aburto Romero; cantidad que deber  pagarse reajustada seg n laá ú  

variaci n que experimente el ndice de Precios al Consumidor entreó Í  

el mes en que esta sentencia quede ejecutoriada y el que preceda al 

pago, devengando intereses para operaciones reajustables a contar 

del momento en que el Fisco sea constituido en mora.

D cimo Cuarto:é  Que, en lo que se refiere a las costas de la 

causa, considerando que el Fisco no puede sino promover su defensa 

en esta clase de materias, que no ha sido vencido totalmente y que 

ha  obrado  con  fundamento  plausible  para  litigar,  corresponde 

eximirlo del pago de aquellas.

Por estas consideraciones, y vistos adem s, lo dispuesto en laá  

Convenci n sobre Imprescriptibilidad de los Cr menes de Guerra yó í  

de los Cr menes de Lesa Humanidad; Convenio de Ginebra sobreí  

Tratamiento de los Prisioneros de Guerra; Convenci n Americanaó  

de Derechos Humanos; Convenci n de Viena sobre los Derechos deó  

los Tratados; art culos 5, 7, 19 N 20 y 38 de la Constituci n Pol ticaí ° ó í  
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de  la  Rep blica,  art culo  4  de  la  Ley  N 18.575  Org nicaú í º á  

Constitucional sobre Bases de la Administraci n del Estado; Leyesó  

Nos. 19.123 y 19.980; y art culos 144, 170 y 254 y siguientes, 748 yí  

siguientes del C digo de Procedimiento Civil, se declara: ó

I.-  Que  SE ACOGE la  demanda  de  indemnizaci n  deó  

perjuicios deducida a favor de los demandantes don Luis Guillermo 

Hidalgo Aburto, don Orlando Roberto Hidalgo Aburto, do a Lilianñ  

del Carmen Hidalgo Aburto, do a Cecilia Amalia Hidalgo Aburto yñ  

do a Graciela del Carmen Aburto Romero, y en consecuencia señ  

condena al Fisco de Chile a pagar a cada uno de ellos la suma de 

$40.000.000 de pesos, por concepto de da o moral, m s los reajustesñ á  

e intereses se alados en el motivo d cimo tercero de este fallo.ñ é

II.- Que  SE  RECHAZA en todas sus partes la demanda 

impetrada por do a Raquel del Carmen Lara Leiva. ñ

III.- Que cada parte soportar  sus costas.á

Reg strese,  comun quese y devu lvase.í í é

Redacci n del abogado integrante Michael Camus D vila.ó á

Rol  N  Civil-6423-2023  (Acumulada  con  el  ingreso  Civil-°

6424-2023).

Pronunciada  por  la  Primera  Sala ,  integrada  por  las  Ministras 
se ora  Paola  Danai  Hasb n  Mancilla  y  se ora  Elsa  Barrientosñ ú ñ  
Guerrero y el Abogado Integrante se or Michael Camus D vila. Noñ á  
firman, la ministra se ora Hasb n, quien concurri  a la vista de lañ ú ó  
causa  y  al  acuerdo,  por  encontrarse  con  licencia  m dica  y  elé  
abogado integrante se or Camus, por no encontrarse al momentoñ  
de hacerlo.
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Proveído por la Presidenta de la Primera Sala de la C.A. de Santiago.

En Santiago, a veintitres de enero de dos mil veinticuatro, notifiqué en Secretaría por el Estado

Diario la resolución precedente.
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